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Medio de control Tutela 

Asunto Sentencia de Primera Instancia 

 

El despacho decide la acción de tutela que presentó en nombre propio el señor 

Honorio Garcés Lozano en contra de la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas - UARIV con el fin de proteger su derecho fundamental de 

petición e igualdad que considera vulnerado pues no se ha dado respuesta de 

fondo a la solicitud interpuesta. 

 

ANTECEDENTES 
 
1.1. Pretensiones 
 
En la solicitud de tutela se formularon las siguientes pretensiones: 

 

“(…) Se tenga en cuenta la emergencia sanitaria que estamos atravesando a causa 
del Covid-19 y se nos consigne la atención humanitaria (…)”. 

 
1.2. Fundamento Factico 

 
“Interpuse DERECHO DE PETICIÓN de interés particular, el 29 de Junio del 
2021, solicitando atención humanitaria según la sentencia T 025 de 2.004. y 
una nueva valoración del PAARI y medición de carencias para que se continúe 
otorgando la atención humanitaria. Que es cada tres meses siempre que se 
siga en estado de vulnerabilidad, hasta la fecha yo cumplo con los requisitos. 
 
La UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS NO contesta el derecho de petición, ni de forma, ni de fondo. 
 
La UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VICTIMAS evade su responsabilidad expidiendo una resolución por la cual 
manifiestan que mi estado de vulnerabilidad ha sido superado. 
 
Al tema de la transición de la ayuda humanitaria, a las soluciones duraderas y 
la estabilización socioeconómica de las víctimas, ha insistido la corte 
constitucional en que la ayuda humanitaria debe cumplir la función de servir 
de puente entre la situación de hecho que generó la vulneración de los 
derechos de las víctimas de desplazamiento y la superación de dicha 
situación.  Lo anterior significa, que la ayuda humanitaria debe ser una medida 
que se debe mantener hasta que las entidades que hacen parte del Sistema 
de Atención Integral a las Víctimas garanticen la estabilización   
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socioeconómica o la consolidación de soluciones duraderas para las mismas.  
Por tanto, durante este periodo de emergencia y de transición el Estado 
continúa con la obligación de brindar a los afectados la ayuda humanitaria que 
necesiten, mientras subsista la   imposibilidad para los desplazados de contar 
con los medios para su auto sostenibilidad y   con ello garantizar un mínimo 
de subsistencia y una vida digna hasta la fecha me encuentro en un estado de 
necesidad. 
 
Ahora bien, las víctimas tienen derecho a conocer la fecha cierta y concreta 
en la cual se proporcionará efectivamente esta ayuda, la misma debe 
concederse y otorgarse en un término razonable y   oportuno, el cual fue fijado 
por esta Corporación mediante el Auto 099 de 2013 en un término máximo de 
tres meses   y la unidad ha fallado en el cumplimiento de esta norma. 
 
El Decreto 4800 de 2011 en su artículo 117, definió los eventos en donde se 
entenderá que ha sido superada la situación de emergencia: 
 
1. Participación del hogar en los programas sociales orientados a satisfacer 
las necesidades relativas a estos componentes. 
 
2. Participación del hogar en los programas sociales orientados al 
fortalecimiento de las capacidades de autosostenimiento del hogar. 
  
3. Participación del hogar en procesos de retorno o reubicación y acceso a los 
incentivos que el gobierno diseñe para estos fines. 
 
4. Generación de un ingreso propio que le permite al hogar suplir de manera 
autónoma estos componentes. 
 
5. Participación del hogar en programas de empleo dirigidos a las víctimas. 
 
Con la acreditación de cualquiera de estas situaciones se entenderá que las 
víctimas han restablecido su situación económica, garantizando su acceso 
efectivo a componentes básicos de alimentación, alojamiento temporal, salud 
y educación y hasta la fecha no me encuentro inmersa en ninguna de las 
causales para la suspensión de mi ayuda humanitaria. 
 
La ayuda humanitaria que ofrece el Estado a la población desplazada por la 
violencia, "constituye un derecho fundamental, al proteger el mínimo vital y, la 
dignidad humana de las personas en situación de desplazamiento". Teniendo 
en cuenta su finalidad protectora de los derechos fundamentales de las 
personas en dicha situación, la jurisprudencia constitucional ha considerado 
que el Estado se encuentra obligado a realizar  la entrega de la ayuda de 
manera oportuna, pronta, sin dilaciones, y en forma íntegra y efectiva. 
 
En esta ocasión la corte señalo que," existen dos tipos de personas 
desplazadas que, por sus condiciones particulares, son titulares de un derecho 
mínimo a recibir ayuda humanitaria de emergencia durante un período de 
tiempo mayor al que fijó la ley: se trata de (a) quienes estén en situación de 
urgencia extraordinaria, y (b) quienes no estén en condiciones de asumir su 
autosostenimiento a través de un proyecto de estabilización o restablecimiento 
soda económica, como es el caso de los niños que no tengan acudientes y las 
personas de la tercera edad quienes por razón de su avanzada edad o de sus 
condiciones de salud no están en capacidad de generar ingresos; o las 
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mujeres cabeza de familia que deban dedicar todo su tiempo y esfuerzos a 
cuidar a niños menores o adultos mayores bajo su responsabilidad. 
 
En estos dos tipos de situación, se justifica que el Estado continúe proveyendo 
la ayuda humanitaria requerida para la subsistencia digna de los afectados, 
hasta el momento en el cual la circunstancia en cuestión se haya superado -
es decir, hasta que la urgencia extraordinaria haya cesado, o hasta que los 
sujetos que no estén en posibilidad de cubrir su propio sustento adquieran las 
condiciones para ello -. E110deberá evaluarse, necesariamente, en cada caso 
individual. Advierte la Corte que así como el Estado no puede suspender 
abruptamente la ayuda humanitaria de quienes no están en capacidad de auto 
sostenerse y mi estado es de vulnerabilidad los estudios realizados por la 
entidad accionada han sido ineficaces para poder determinar mi extrema 
vulnerabilidad ya que no se ha realizado una visita domiciliaria única forma de 
constatar y verificar mediante inspección y no a través del PAARI como se ha 
venido haciendo cuyo resultado es muy contrario a la realidad. 
 
Claramente la honorable corte constitucional manifiesta en su jurisprudencia 
que las víctimas del conflicto armado, aun cuando se ha transcurrido el termino 
señalado por la ley para su estabilidad económica, las dificultades 
presupuestales de la entidad, han impedido y causado que no haya sido 
posible llevar a cabo un plan de reparación integral, de manera que las 
personas no han logrado recibir e~ acompañamiento y apoyo necesario para 
que sean auto sostenibles, es decir no se puede manifestar que mi estado de 
vulnerabilidad haya sido superado ya que el mismo estado me ha negado los 
mecanismos para que esto sea posible no cuento con un proyecto productible 
sostenible que pueda generar mis propios ingresos, no cuento con una 
vivienda digna es decir este derecho se encuentra en vulneración, es decir al 
no contar con las mínimas condiciones de dignidad se está vulnerando mi 
derecho al mínimo vital ya que mi estado de vulnerabilidad es manifiesta. 
 
Además el sistema de evaluación  del PAARI ha sido ineficaz ya que sus 
efectos en su mayoría  van contrarios a la realidad es decir no determina 
exactamente cuál es el verdadero  estado de vulnerabilidad  y viabilidad de 
cada persona  ya que la única forma de verificación del estado actual de la 
necesidad y estado de vulnerabilidad se puede constatar con una inspección 
al domicilio es decir el hecho de determinar mediante encuesta que muchas 
veces es determinada directamente  por el funcionario  encargado  de esta 
entidad sin tener en cuenta las verdaderas condiciones de la persona sujeta a 
estudio vulneran el derecho al mínimo vital  y  demás derechos que  han sido  
reconocidos y  reiterados en legislación  y jurisprudencia  de la honorable corte 
constitucional. 
 
En cuanto a mi paso a la etapa de sostenibilidad   no ha sido posible por falta 
del apoyo del estado y la falta de mecanismos que ayuden a que sea auto 
sostenible. Mi estado de vulnerabilidad es vigente y por ende estoy y cuento 
con todas las aptitudes que se describen en jurisprudencia   y legislación para 
poder acceder a las ayudas humanitarias. 
 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS 
al NO contestar de fondo no solo viola la petición. Sino que vulnera los 
derechos fundamentales como es el derecho al mínimo vital, al derecho a la 
igualdad y los demás consignados en la tutela T025 de 2.004, T-218/2014, T-
112/15, auto 099/13, T-614/10 Y demás tutelas donde ha marcado 
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jurisprudencia reiterativa al mismo tema ...(..) 
 
1.3. Actuación procesal 

 

La presente tutela fue radicada el 26 de julio de 2021 y mediante auto del 28 de 

julio de 2021 fue admitida, ordenando notificar. 

 

1.4. Contestación de la Tutela 

 

Notificada la accionada solicita negar las pretensiones toda vez que el hogar de 

HONORIO GARCES LOZANO ya fue sujeto del proceso de identificación de 

carencias y la decisión adoptada fue debidamente motivada mediante 

Resolución No. 0600120192374327 de 2019, en la cual se resolvió suspender 

definitivamente la entrega de los componentes de la atención humanitaria de la 

accionante, notificada de manera personal el 25 de octubre de 2019.  

 

Agrega, que en contra de la anterior resolución el accionante interpuso el recurso 

de reposición en subsidio apelación, por lo cual esta entidad emitió respuesta al 

recurso de reposición mediante Resolución No 600120192374327R DE 2021, 

decidiendo RECHAZAR el recurso de reposición interpuesto en contra de la 

Resolución No. 0600120192374327 de 2019.  

 

Alega que en respuesta al derecho de petición, se adjuntó copia de la Resolución 

en mención, sin que lo anterior representara el cumplimiento del proceso de 

notificación, por lo que se invitó a la accionante a enviar una autorización de 

notificación electrónica desde un correo personal y de uso exclusivo, 

mencionando: Nombre, número de identificación, dirección y teléfono a la cuenta 

unidadenlinea@unidadvictimas.gov.co con el fin de notificarle la actuación 

administrativa, a través del correo electrónico, en razón a la emergencia sanitaria 

por la que atraviesa actualmente el país como consecuencia de la pandemia del 

COVID-19 y así garantizar el debido proceso y el derecho de contradicción. 

 

Señala que la unidad para las víctimas emitió respuesta a la solicitud incoada 

por la accionante, mediante comunicación bajo radicado de salida 

202172022066461 de fecha 29 de julio de 2021, enviada a la accionante a la 

dirección electrónica de notificaciones indicada en el escrito de tutela. 

 

Con relación a la solicitud de la accionante de realizar un nuevo PAARI, es 

pertinente informarle señor juez que, actualmente dicho procedimiento se 

denomina entrevista de caracterización, esta actuación complementa el proceso 

de identificación de carencias, frente a su caso se encuentra finalizado el proceso 

identificación de carencias, el cual se encuentra reglado bajo el marco normativo 

del Decreto 1084 de 2015, y tiene como propósito conocer su situación actual y 

determinar sus necesidades frente a los componentes que atiende la atención 
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humanitaria, a saber, alojamiento temporal y alimentación. El proceso de 

identificación de carencias implica consultar toda la información con la que 

cuenta la Unidad para las Víctimas sobre el hogar, ya sea como parte de las 

intervenciones directas que tenga la Entidad con el hogar, o a través del 

intercambio de información con otras entidades de orden privado y público que 

consolidan información sobre los hogares, a través de la Red Nacional de 

Información.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior le comunicamos señor Juez, que no es posible 

acceder a las peticiones del accionante de realizar un nuevo PAARI, toda vez 

que este ya fue realizado, arrojando como resultado la suspensión de la atención 

humanitaria. 

 

1.5. Pruebas  

 

 Copia de la petición 

 Respuesta al derecho de petición, Rad, 202172022066461 

 Comprobante de envío 

 Resolución No. 0600120192374327 de 2019 

 Notificación Personal 

 Resolución No. 600120192374327R DE 2021 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. Competencia  

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política y en 

los artículos 1°, 5° y 8° del Decreto – Ley 2591 de 1991 “Por el cual se reglamenta 

la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, la 

acción de tutela está encaminada a la protección inmediata de los Derechos 

Constitucionales Fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de 

particulares; en este último evento, en los casos señalados de manera expresa 

y restrictiva por la ley.  

 

Así las cosas, este Despacho es competente para decidir frente a las Acciones 

de Tutela presentadas por los ciudadanos, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 14 y 37 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

2.2. Asunto a Resolver 

 

El despacho debe establecer si la accionada Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas - UARIV vulneró el derecho fundamental de 
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petición e igualdad del accionante Honorio Garcés Lozano, presuntamente por 

no haber dado respuesta de fondo a la solicitud interpuesta el 29 de junio de 

2021. 

 

2.3. Del Derecho de Petición 

 

El artículo 23 de la Constitución Política establece que “Toda persona tiene 

derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de 

interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 

reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 

derechos fundamentales.” 

 

La petición deriva su radical importancia del hecho de servir como instrumento 
para hacer valer otros derechos fundamentales, por lo que se convierte en 
garantía de principios, deberes y derechos de consagración constitucional y 
legal. Es también una herramienta al servicio de la comunidad para dar 
efectividad a ciertos fines esenciales del Estado, como la democracia 
participativa1.  
 
Tenemos entonces que el derecho de petición consiste en la prerrogativa que 
tiene toda persona para que se garantice que frente a una solicitud presentada 
ante una autoridad pública o privada se dé una respuesta pronta y de fondo. La 
Corte Constitucional se ha pronunciado en el siguiente sentido2: “es suficiente 
cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del 
solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del 
peticionario”. Además, es congruente, “si existe coherencia entre lo respondido 
y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado 
y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que 
se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre 
relacionada con la petición propuesta.” 
 
La Ley 1755 de 30 de junio de 2015 “Por medio de la cual se regula el Derecho 
Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, en su artículo 1°, estableció 
lo concerniente a los términos para resolver las distintas modalidades, que el 
artículo 14 quedaría así: 

 
“… Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de 
peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) 
días siguientes a su recepción.  
 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 
peticiones:  
 

                                                            
1 Corte Constitucional. Sentencia T 669 de 2003. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 
2 Corte Constitucional, Sentencia T-363 de 1997. 
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1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los 
diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha 
dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos 
legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por 
consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de 
dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias 
se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 
autoridades en relación con las materias a su cargo deberán 
resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.  
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la 
petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar 
de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término 
señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los 
motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que 
se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del 
inicialmente previsto”. 

 
En virtud del artículo 1° de la citada Ley, se sustituyó el artículo 14 del Código 
enunciado, en el que se dispone que toda petición por regla general deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. A su vez, 
frente a aquellas peticiones que involucren la solicitud de documentos, el 
legislador estableció un término perentorio de diez (10) días para resolver sobre 
tal solicitud. Y finalmente, determinó que en las peticiones que se formule algún 
tipo de consulta a la administración, ésta contará con treinta (30) días para 
resolverla, so pena de generar su desatención e incurrir en causal de mala 
conducta. 
 
Se concluye, entonces, que no es en la formulación sino en la resolución y el 
término en que esta se emita, donde este derecho fundamental abarca toda su 
dimensión. El derecho a obtener pronta respuesta es el núcleo esencial del 
derecho de petición3. Sin embargo, no debe entenderse por pronta contestación 
un simple comunicado, pues ésta debe ser coherente con la petición, sin que ello 
implique acoger favorablemente lo solicitado por el peticionario. 
 
2.4. Carencia Actual de Objeto  
 
La carencia actual de objeto es un fenómeno jurídico que tiene como 
característica que la orden judicial que podría llegar a impartir el Juez 
Constitucional, no surtirá efectos y caería en el vacío ante la ocurrencia de 
cualquiera de estos dos supuestos hechos superados o daño consumado. 
  

                                                            
3 Corte Constitucional.  Sentencia T 307 de 1999. M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz (…) a favor de una modalidad reforzada 

del derecho de petición que exige a los funcionarios y servidores públicos atender de modo especialmente cuidadoso ‘las 
solicitudes de aquellas personas que, por sus condiciones críticas de pobreza y vulnerabilidad social, acuden al Estado en 
busca de que las necesidades más determinantes de su mínimo vital sean atendidas (…) 
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Según lo ha señalado la Corte Constitucional en su jurisprudencia “(…) El hecho 
superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el 
requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal 
manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de 
la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las 
palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la 
satisfacción de lo pedido en tutela. Es decir, el hecho superado significa la 
observancia de las pretensiones del accionante a partir de una conducta 
desplegada por el agente transgresor. El daño consumado tiene lugar cuando “la 
amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido el perjuicio 
que se pretendía evitar con la acción de tutela (…)”4  
 
Y el daño consumado se presentaría “cuando se ejecuta el daño o la afectación 
que se pretendía evitar con la acción de tutela, de tal manera que, el juez no 
puede dar una orden al respecto con el fin de hacer que cese la vulneración o 
impedir que se materialice el peligro. Así, al existir la imposibilidad de evitar la 
vulneración o peligro, lo único procedente es el resarcimiento del daño causado 
por la violación de derecho. No obstante, la Corte ha indicado que, por regla 
general, la acción constitucional es improcedente cuando se ha consumado la 
vulneración pues, esta acción fue concebida como preventiva más no 
indemnizatoria”5 
 
2.5. Caso en Concreto 

 

El accionante Honorio Garcés Lozano interpone la presente acción de tutela para 

que el juez constitucional proteja su derecho fundamental de petición e igualdad 

que considera afectado por la accionada presuntamente por no haber dado 

respuesta de fondo a la solicitud interpuesta el 29 de junio de 2021, por medio 

del cual solicita se realice un nuevo PAARI MEDICION DE CARENCIAS, se  

realice una  nueva valoración  para determinar el estado de las Carencias   y  de 

vulnerabilidad y  como consecuencia de ello se conceda la atención humanitaria 

 

Revisado el material probatorio observa el despacho que si bien para la fecha de 
presentación de la acción de tutela, esto es, el 26 de julio de 2021, la entidad 
accionada no había dado respuesta al derecho de petición, sí lo hizo 
posteriormente, mediante comunicación bajo radicado de salida 
202172022066461 de fecha 29 de julio de 2021, a la dirección electrónica de 
notificaciones indicada en el escrito de tutela. 
 
Manifiesta la entidad que consultada toda la información con la que cuenta la 
Unidad para las Víctimas sobre el hogar, ya sea como parte de las intervenciones 
directas que tenga la Entidad con el hogar, o a través del intercambio de 
información con otras entidades de orden privado y público que consolidan 
información sobre los hogares, a través de la Red Nacional de Información, se 
logró establecer que Honorio Garcés Lozano es cotizante del régimen 

                                                            
4 CORTE CONSTITUCIONAL, MP: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA- Radicado Numero: T-5.175.337, 22 de enero de 2016 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, MP: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA- Radicado Numero: T-5.175.337, 22 de enero de 2016 
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contributivo, o que a la fecha de realización del proceso de identificación de 
carencias se encontraba como cotizante activo.  
 
Así mismo, que los señores Honorio Garcés Lozano y Wilson Antonio Ramos 
Rosales adquirieron un crédito o una tarjeta de crédito o abrieron una cuenta 
corriente por un monto igual o superior a dos (2) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes SMLMV, el día 10 de abril de 2013, y el día 22 de febrero 
del 2017, por lo que al momento de la adjudicación del crédito se pudo 
determinar que los beneficiarios del mismo contaban con capacidad productiva 
para cubrir la deuda adquirida. 
 
Estas circunstancias le permitieron a la entidad evidenciar que al interior del 
hogar ha existido una fuente de estabilidad que le había permitido al núcleo 
familiar generar ingresos para cubrir como mínimo los componentes de la 
subsistencia mínima (alojamiento temporal y alimentación básica), a través de 
ingresos propios o a través de distintos programas ofrecidos por el Estado, razón 
por la cual mediante Resolución No. 0600120192374327 de 2019 se suspendió 
definitivamente la entrega de los componentes de la atención humanitaria al 
hogar de representado por la señora ENEIDA LINEY ROSALES RAMOS y 
compuesto por HONORIO GARCES LOZANO, MARIA PAULA GARCES 
ROSALES y WILSON ANTONIO RAMOS ROSALES; decisión frente a la cual el 
demandante interpuso recurso de reposición, el cual fue rechazado mediante 
Resolución No 600120192374327R del 15 de julio de 2021. 
 
De otra parte, indica la entidad accionada que no es posible realizar un nuevo 
PAARI, actualmente “entrevista de caracterización”, toda vez que ésta ya se 
realizó, arrojando como resultado la suspensión de la atención humanitaria. 
 
Por último, si lo que se pretende el demandante es revocar el acto administrativo 
que suspendió la atención humanitaria, la acción de tutela no es el medio 
indicado para esto. 
 
Así las cosas, se ha configurado la carencia actual de objeto por hecho superado 
puesto que, entre la interposición de la tutela y el fallo, la accionada dio respuesta 
y de fondo a la petición del 29 de junio de 2021, actuando y logrando satisfacer 
la pretensión contenida en la acción de tutela, cesando la vulneración a los 
derechos fundamentales de la accionante; por tanto, no es necesaria una orden 
judicial, dado que se cumplió lo pretendido. 
 
En consecuencia, el despacho declarará la carencia actual de objeto por hecho 
superado. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y CUATRO (34) 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, administrando justicia en 
nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,  
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PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado, por 
las razones expuesta en esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR por el medio más expedito la presente providencia al 

accionante Honorio Garcés Lozano y al Director de Unidad para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, o a quien haga sus veces. 

 

TERCERO: En caso de que la presente providencia no fuere impugnada, 
remítase, para efectos de su Revisión, a la Honorable Corte Constitucional, en 
los términos del Artículo 31 del Decreto – Ley 2591 de 1991. 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 
 

 

OLGA CECILIA HENAO MARIN 

Juez 
MSGB 
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